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Incidente de suspensión 7783/2021 y sus acumulados
En tres de noviembre de dos mil veintiuno

Ciudad de México, tres de noviembre de dos mil veintiuno.

VISTOS, para resolver los autos del incidente de suspensión 

derivado del juicio de amparo 7783/2021 y sus acumulados 
7784/2021, 7954/2021, 8065/2021, 8066/2021 y 8533/2021, 

promovidos por (i) ************ ********* (ii) *** *** ********** 
(iii)  *****  **** (iv)  ***  ***  *****  **  *********** (v)  ***** 
*** y por (vi) ******* ** ***, todas ********** ******** ** 
******* ********, por conducto de sus apoderados legales, contra 

actos del Titular de la Secretaría de Energía y de otras 
autoridades; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Presentación de demandas. Los días nueve, 

diez y veinte de agosto de dos mil veintiuno, las empresas (i) 
************  ********* (ii)  ***  ***  ********** (iii)  *****  **** 

(iv) *** *** ***** ** *********** (v) ***** *** y (vi) ******* 
**  ***, todas  **********  ********  **  *******  ********, por 

conducto de sus apoderados legales, promovieron juicio de 

amparo indirecto en contra de actos del Titular de la Secretaría 
de Energía y de otras autoridades.

SEGUNDO. Acumulación y admisión. Las demandas 

fueron turnadas a este Juzgado de Distrito, el que por auto de 

veinticinco de octubre del año en curso, ordenó su 

acumulación, registrándolas con el número de expediente 

7783/2021 y sus acumulados 7784/2021, 7954/2021, 8065/2021, 
8066/2021 y 8533/2021, y hecho lo cual, admitió a trámite las 

demandas y ordenó que se formara el incidente de suspensión 

respectivo, en donde se negó la suspensión provisional, se solicitó 

informe previo a las autoridades responsables y se fijó fecha para 

la celebración de la audiencia incidental. 
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TERCERO. Recursos de queja. Por acuerdo de veintisiete 
de octubre pasado, se tuvo por interpuesto el recurso de queja 

hecho valer por la parte quejosa, en contra del acuerdo por el que 

se negó la suspensión provisional, ordenándose su remisión al 

Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa 
Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México 
y jurisdicción en toda la República, en turno.

CUARTO. Audiencia incidental. La audiencia incidental se 

llevó a cabo al tenor del acta que antecede y concluye con el 

dictado de la presente interlocutoria, y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Antecedentes. Para mejor comprensión del 

asunto, resulta conveniente resaltar que de las presentes 

actuaciones se desprende lo siguiente:

1. Las quejosas son titulares de diversos permisos que las 

facultan para realizar actividades reguladas dentro del sector de 

hidrocarburos.

2. El veintiocho de julio de dos mil veintiuno, fue publicada 

en el Diario Oficial de la Federación la Directriz de Emergencia 

para el Bienestar del Consumidor de Petróleo.

3. El veintinueve de julio de dos mil veintiuno, fue 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo 

A/024/2021, por el que se establece la regulación de precios 

máximos de gas licuado de petróleo objeto de venta a los 

usuarios finales.
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En contra de los actos precisados en los numerales 2 y 3 que 

antecede, las quejosas promovieron juicio de amparo indirecto y 

solicitaron la suspensión.

SEGUNDO. Fijación de los actos reclamados. Con 

fundamento en el artículo 146, fracción I, de la Ley de Amparo, se 

procede a fijar de manera clara y precisa los actos reclamados.

En el auto admisorio se tuvieron como autoridades 

responsables y como actos reclamados los siguientes:

a) La Directriz de Emergencia para el Bienestar del 
Consumidor de Petróleo, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el veintiocho de julio de dos mil veintiuno. Acto 
atribuido a la Secretaría de Energía.

b) El Acuerdo A/024/2021 de la Comisión Reguladora de 
Energía que establece la regulación de precios máximos de gas 
licuado de petróleo objeto de venta al usuario final, en 
cumplimiento a la Directriz aludida, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el veintinueve de julio de dos mil veintiuno. Acto 
atribuible al Órgano de Gobierno de la Comisión Reguladora 
de Energía. 

TERCERO. Efectos solicitados Las quejosas solicitan la 

medida cautelar para los siguientes efectos:

“I. Para que la Sener se abstenga de exigir el cumplimiento 
de la Directriz de Emergencia, especialmente lo previsto por el 
apartado III, penúltimo y último párrafo, y en su lugar se continúe 
aplicando el marco jurídico vigente hasta antes de su publicación 
y entrada en vigor. Y se paralicen sus efectos, así como se 
abstenga de renovar y extender su vigencia, hasta en tanto se 
resuelva el juicio de amparo.

II. Para que la CRE se abstenga de: i) aplicar y materializar 
el acuerdo núm. A/024/2021, y de ii) exigir el cumplimiento de la 
tabla de precios.

III. Para que las autoridades responsables, y coadyuvantes 
(como la procuraduría federal del consumidor) se abstengan de 
emitir más actos o disposiciones con fundamento en la directriz de 
emergencia y/o el Acuerdo A/024/2021, que se reclaman, y de 
exigir su cumplimiento.”

CUARTO. Requisitos. Para determinar la procedencia de la 

medida cautelar para los efectos solicitados es necesario analizar 

los siguientes requisitos:
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a)La certeza de los actos reclamados.

b)Si las consecuencias del acto que se reclama permiten 

jurídica y materialmente otorgar la medida cautelar.

c)Si se reúnen los requisitos establecidos en el artículo 

128 de la Ley de Amparo.

d)Si es necesario establecer un requisito de efectividad.

Es aplicable la tesis que lleva por rubro: “SUSPENSIÓN 
DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO. REQUISITOS PARA 
CONCEDERLA”.1

QUINTO. Existencia de actos. Son ciertos el 

Ordenamiento y el Acuerdo reclamados, pues fueron publicados 

en el Diario Oficial de la Federación, lo que hace prueba plena de 

su existencia.2

SEXTO. Cuestión previa. Previo a analizar los requisitos 

anunciados, se debe destacar que el artículo 27 de la Ley de los 

Órganos Reguladores Coordinados en Materia Energética3 

establece que las normas generales, actos u omisiones de los 

Órganos Reguladores Coordinados en Materia Energética (entre 

ellos, la Comisión Reguladora de Energía), podrán ser 

impugnados únicamente mediante el juicio de amparo indirecto y 

1 Sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y visible en 
la página web del Semanario Judicial de la Federación con el registro digital 2011614.
2 Jurisprudencia que lleva por rubro: “PRUEBA. CARGA DE LA MISMA RESPECTO DE 
LEYES, REGLAMENTOS, DECRETOS Y ACUERDOS DE INTERÉS GENERAL 
PUBLICADOS EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN”. Visible en la página web 
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con número de Registro: 191452.
3 “Artículo 27. Las normas generales, actos u omisiones de los Órganos Reguladores 
Coordinados en Materia Energética podrán ser impugnados únicamente mediante el juicio 
de amparo indirecto y no serán objeto de suspensión. Solamente en los casos en que 
impongan multas, éstas se ejecutarán hasta que se resuelva el juicio de amparo que, en su 
caso, se promueva. Cuando se trate de resoluciones de dichos Órganos Reguladores 
Coordinados emanadas de un procedimiento seguido en forma de juicio, sólo podrá 
impugnarse la que ponga fin al mismo por violaciones cometidas en la resolución o durante 
el procedimiento; las normas generales aplicadas durante el procedimiento sólo podrán 
reclamarse en el amparo promovido contra la resolución referida. En ningún caso se 
admitirán recursos ordinarios o constitucionales contra actos intraprocesales. En las 
decisiones fundadas y motivadas que sean aprobadas por los Órganos Reguladores 
Coordinados en Materia Energética, no podrá alegarse un daño o perjuicio en la esfera 
económica por aquéllos que realicen las actividades reguladas.”
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no serán objeto de suspensión.

En efecto, el artículo establece que los actos de la Comisión 

Nacional de Hidrocarburos y la Comisión Reguladora de Energía 

pueden ser impugnados mediante el juicio de amparo indirecto, 

mas no son objeto de suspensión; es decir, establece un caso de 

excepción en materia de suspensión del acto reclamado 

tratándose del juicio de amparo.

Sin embargo, el artículo 107 constitucional establece en su 

fracción X, que los actos reclamados a través del juicio de amparo 

pueden ser objeto de suspensión en los casos y mediante las 

condiciones que determine la ley reglamentaria. Así se advierte 

que la norma constitucional que regula el juicio de amparo 

establece que la suspensión de los actos reclamados deberá 

resolverse en los términos que señale la ley reglamentaria; esto 

es, únicamente en los términos y bajo las condiciones 

establecidas en la propia Ley de Amparo, más no en atención a lo 

dispuesto en cualquier otro ordenamiento.

A la luz de lo anterior, el artículo 27 de la Ley de los Órganos 

Reguladores Coordinados en Materia Energética, al establecer un 

caso de excepción en materia de suspensión del acto reclamado, 

pretende regular un componente esencial del juicio de amparo 

que la Constitución Federal reservó expresamente a la ley 

reglamentaria en la materia -es decir, a la Ley de Amparo- y, en 

consecuencia, resulta inconstitucional.

Lo anteriormente expuesto permite concluir que este juzgador 

–si bien no podría realizar una declaratoria general de invalidez 

respecto de dicho artículo- sí está obligado a efectuar un control 

de constitucionalidad ex officio e inaplicar la norma en cuestión.

Cabe subrayar que lo anterior no implica afirmar que los 
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actos de la Comisión Nacional de Hidrocarburos y la Comisión 

Reguladora de Energía son susceptibles o deben suspenderse en 

todos los casos, sino únicamente que en el caso se ha 

determinado inaplicar el artículo 27 de la Ley referida -al ser éste 

inconstitucional- y resolver sobre la suspensión solicitada, 

atendiendo únicamente a las normas respectivas de la Ley de 

Amparo.

Al respecto, conviene citar la tesis aislada 2ª. CLIX/2017 

emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, que lleva por rubro: “SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE 
AMPARO. EL ARTÍCULO 27 DE LA LEY DE LOS ÓRGANOS 
REGULADORES COORDINADOS EN MATERIA ENERGÉTICA, 
ES INCONSTITUCIONAL POR NO RESPETAR EL PRINCIPIO 
DE RESERVA DE LEY REGLAMENTARIA.”4 

SÉPTIMO. Negativa de la medida cautelar. Cuando se pide 

la suspensión de normas generales es necesario atender a lo 

establecido en el artículo 148 de la Ley de Amparo, que se 

transcribe a continuación:

“148. En los juicios de amparo en que se reclame una 
norma general autoaplicativa sin señalar un acto concreto de 
aplicación, la suspensión se otorgará para impedir los efectos y 
consecuencias de la norma en la esfera jurídica del quejoso. 

En el caso en que se reclame una norma general con 
motivo del primer acto de su aplicación, la suspensión, además 
de los efectos establecidos en el párrafo anterior, se decretará 
en relación con los efectos y consecuencias subsecuentes del 
acto de aplicación”.

De dicho precepto se advierte que, en principio, en el juicio 

de amparo es procedente conceder la suspensión contra los 

efectos que las normas generales producen en la esfera jurídica 

de los particulares, así como en relación con las consecuencias 

del acto de aplicación, de ser el caso.

4 Tesis Aislada visible en la página web de la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, con el número de Registro 2015393.
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La Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene que la 

naturaleza del acto reclamado [ya sea positiva, declarativa o 

negativa] no es un factor que determine, en automático, si debe 

concederse o negarse la suspensión, sino que deben analizarse 

las consecuencias que caso a caso pueden producir.5

En ese sentido, el artículo 148 de la Ley de Amparo, no se 

puede interpretar en el sentido de que siempre que se reclamen 

normas generales, en automático, debe concederse su 

suspensión, sino que, para resolver sobre la suspensión, el 

juzgador de amparo debe analizar si se cumplen con los 

requisitos previstos en las fracciones I y II del artículo 128 de la 

Ley de Amparo y, finalmente, en el caso de que proceda, se fijará 

la garantía correspondiente.

Esto es así, porque el artículo 148, no debe ser interpretado 

de manera aislada, sino en forma sistemática con el resto de los 

preceptos legales aplicables en los que se establecen diversas 

reglas para resolver respecto de la procedencia de la suspensión 

solicitada en el juicio de amparo.

En ese sentido, siempre es indispensable comenzar por 

analizar el contenido de las normas reclamadas, a efecto de 

determinar si precisamente, por sus efectos y consecuencias, es 

posible material y jurídicamente conceder una medida cautelar en 

su contra y, superado este punto, se pueda verificar la 

actualización de los diversos requisitos.

La determinación y aplicación de los precios máximos se 

sujetará a la metodología prevista en el considerando vigésimo 

tercero del acuerdo reclamado, la cual se transcribe a 
5 Así se advierte de la jurisprudencia 70/2019 (10a.), sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, que lleva por rubro: “SUSPENSIÓN. LA NATURALEZA OMISIVA DEL ACTO RECLAMADO 
NO IMPIDE SU PROCEDENCIA”. Visible en la página web del Semanario Judicial de la Federación con el registro 
2021263.
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continuación para mayor referencia:

“VIGÉSIMO TERCERO. Que la determinación de los precios máximos, 
así como su aplicación estará sujeta a la siguiente metodología:

1.     Criterios generales
1.1.  Cada región, contará con un precio máximo aplicable a las ventas 

de Gas LP al usuario final.
1.2.  La diferenciación del precio máximo será en función de los costos 

de venta asociados a cada región.
1.3.  Los precios máximos estarán determinados mediante la fórmula 

del numeral 3.2.
1.4.  Se fijarán precios máximos en función de los servicios asociados a 

la actividad de distribución de Gas LP mediante planta; así como la modalidad 
de venta, al usuario final.

1.5.  El precio de comercialización por punto de venta, utilizado en la 
fórmula del numeral 3.2, corresponderá con el precio de venta reportado para 
cada una de las regiones establecidas en el Considerando Vigésimo Primero 
anterior.

1.6.  Los permisionarios a los que se refiere el Considerando Décimo 
anterior, deberán observar los precios máximos determinados en este 
Acuerdo, sin perjuicio del derecho que tienen de negociar precios menores 
con otros adquirentes y usuarios finales.

1.7.  La Comisión determinará los precios máximos aplicables a la 
venta de Gas LP al usuario final para cada región, de conformidad con las 
siguientes premisas:

1.7.1.    La metodología incorpora para una planta Tipo: i) parámetros 
de eficiencia y costos asociados a la planta; ii) la rentabilidad asociada a la 
actividad de distribución de Gas LP mediante planta, estimada con base en 
los análisis que realizó la Comisión; iii) las contribuciones fiscales; iv) 
eficiencia tecnológica, y v) características particulares de cada región.

1.7.2.    La vida económica de un proyecto de inversión de una planta 
Tipo, tomará en cuenta los flujos de efectivo, durante un periodo de veinte 
años, descontados a una Tasa interna de retorno (TIR), asociada a la 
distribución de Gas LP mediante planta, de conformidad con los análisis 
realizados por la Comisión.

1.8.  Los precios máximos procurarán que el usuario final pueda 
adquirir el Gas LP a precios a precios accesibles, conforme a lo señalado en 
el Considerando Vigésimo anterior.

2.     Planta Tipo
2.1.  Definición de la planta tipo
2.1.1.    Los precios máximos de Gas LP al usuario final se 

determinarán para la planta tipo.
2.1.2.    El tamaño de la planta tipo será el que resulte de promediar las 

ventas anuales del año precedente a su aplicación para una muestra 
representativa de los permisos de distribución de Gas LP mediante planta.

2.2.  Tamaño de la planta tipo
2.2.1.    A fin de establecer una referencia sobre volúmenes de ventas 

para una planta tipo, se tomaron en cuenta los valores mínimos y máximos de 
ventas reportadas para distintas plantas a nivel nacional y adicionalmente, se 
tomaron en cuenta criterios de eficiencia mínima entre plantas de distribución.

2.2.2.    El tamaño de la planta tipo toma como supuesto que, las 
plantas con mayor volumen de ventas son más eficientes, sin embargo, con la 
finalidad de incorporar la eficiencia mínima, la metodología también 
contempla las plantas con el volumen mínimo de ventas en cada región.

2.2.3.    Se establecieron los costos asociados al tamaño de la planta 
tipo, conforme a los análisis realizados por la Comisión.

3.     Cálculo de los precios máximos de Gas LP al usuario final.
3.1.  El cálculo de los precios máximos de Gas LP por región, se 

realizará mediante un modelo de costos, mismo que toma en cuenta los 
siguientes criterios:

3.1.1.    La determinación de la planta tipo conforme al numeral 2. 
anterior.

3.1.2.    La inversión inicial y los costos de operación, mantenimiento de 
la planta tipo.

3.1.3.    Los costos y parámetros de eficiencia estimados, y los 
volúmenes de venta asociados a cada región.

3.1.4.    El costo de flete estimado para cada una de las regiones, con 
base en el análisis realizado por la Comisión a partir de la información 
reportada por los permisionarios.
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3.1.5.    El margen de comercialización, el cual considera una TIR que 
permita a los permisionarios la recuperación de los costos totales por la 
inversión y operación del permiso de distribución de gas LP mediante planta, 
en un plazo máximo de veinte años y un margen de utilidad por la realización 
de la actividad.

3.2.  La fórmula a partir de la cual se determinarán los precios máximos 
de Gas LP al usuario final, para cada una de las regiones, será la siguiente:

Donde:

4.     Ajuste de los precios máximos de Gas LP al usuario final

4.2.  La actualización de los valores asociados a los costos y gastos de 
administración y distribución de la planta tipo tendrán un ajuste por inflación 
de manera anual. Por lo que, para dicha actualización se utilizarán las 
variaciones porcentuales interanuales de los índices generales de precios 
publicados por la autoridad competente y correspondientes al mes de enero 
de los años T.”

El contenido de la metodología se desarrolla en cuatro 

apartados, el primero, se ocupa de explicar cuál será el alcance y 

objetivos de la regulación; el segundo desarrolla el concepto de 

planta tipo; el tercero establece el mecanismo para calcular los 

precios máximos de gas licuado de petróleo por región; y, el 

cuarto, se conforma por disposiciones relativas a los ajustes a 

que puede ser susceptible la metodología propuesta.

En relación con el tercer apartado, la Comisión Reguladora 

de Energía dispuso expresamente que los precios máximos de 

gas licuado de petróleo por región serán calculados mediante un 

modelo de costos que considera los siguientes criterios: (i) la 

determinación de la planta tipo; (ii) la inversión inicial, los costos 

de operación y de mantenimiento de la planta tipo; (iii) los costos 

y parámetros de eficiencia estimados, y los volúmenes de venta 

asociados a cada región; (iv) el costo de flete estimado para cada 
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una de las regiones, con base en el análisis realizado por la 

Comisión a partir de la información reportada por los 

permisionarios; y, (v) el margen de comercialización, el cual 

considera una TIR que permita a los permisionarios la 

recuperación de los costos totales por la inversión y operación del 

permiso de distribución de gas LP mediante planta, en un plazo 

máximo de veinte años y un margen de utilidad por la realización 

de la actividad.

Así, el ente regulador estableció una formula general para 

calcular el precio máximo de gas natural para cada región, 

integrada por seis variables: el precio máximo aplicable a la 

región, en la semana; el precio promedio de comercialización por 

punto de venta aplicable a la región; el costo estimado del flete 

desde el centro embarcador hasta la planta de distribución 

aplicable a la región, en la semana y la modalidad de venta; el 

margen de comercialización también estimado para la semana, la 

región y la modalidad de venta; el factor de ajuste y el impuesto al 

valor agregado aplicable a cada municipio de la región.

También dispuso que los valores del precio de 

comercialización por punto de venta aplicable a la región y del 

costo estimado del flete pueden ser actualizados semanalmente, 

mientras que los valores asociados a los costos y gastos de 

administración y distribución de la planta tipo tendrán un ajuste 

por inflación de manera anual.

Además, estableció que los nuevos precios que resulten de 

la aplicación de la fórmula propuesta deberán ser publicados 

cada sábado, por medios electrónicos, serán aplicables a partir 

del domingo siguiente y estarán vigentes durante toda la semana 

para cada una de las regiones y para cada uno de los municipios 

que las componen; y que los permisionarios que no respeten los 

precios máximos establecidos por el órgano regular, podrán ser 
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A
A

sancionados con la revocación de su título habilitante, en 

términos de lo dispuesto en el artículo 56, fracción III, de la Ley 

de Hidrocarburos.

Lo anterior implica que, con motivo de la emisión de la 

Directriz reclamada y a partir de la entrada en vigor del Acuerdo 

cuestionado, se modificó la manera en la que se venían 

desarrollando los mercados de gas licuado de petróleo, pasando 

de un esquema de libre mercado, en donde los precios se fijaban 

por las condiciones de mercado, a un sector regulado en el que se 

imponen precios máximos para la comercialización de dicho 

recurso.

En ese sentido, para este Juzgado de Distrito resulta patente 

que, con motivo de la emisión de los actos reclamados, se 

modificó la regulación aplicable a las actividades de 

comercialización, distribución y expendio de gas licuado de 

petróleo y, por ende, cambia la forma en la que se estaban 

desarrollando dichos mercados.

Por esa razón, este Juzgador estima que las normas en 
cuestión [la Directriz de Emergencia para el Bienestar del 
Consumidor de Petróleo y el Acuerdo A/024/2021] si tienen 
consecuencias y efectos susceptibles de suspenderse 
material y jurídicamente.

Requisitos del artículo 128 de la Ley de Amparo.

El siguiente paso analizar la viabilidad de la medida cautelar 

es verificar si se satisfacen los requisitos previstos en el artículo 

128 de la Ley de Amparo, a saber:

a) Que la haya solicitado la parte quejosa; y, 

b) Que no se siga perjuicio al interés social ni se 

contravengan disposiciones de orden público.
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El primero de los citados requisitos -solicitud de la parte 

quejosa- se refiere no sólo a la petición formal que se hace en la 

demanda de amparo para que se suspendan los actos 

reclamados, sino al acreditamiento indiciario del interés 

suspensional que le asiste para solicitar la medida cautelar.

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 5 de la Ley 

de Amparo, el quejoso en el juicio de amparo es quien aduce ser 

titular de un derecho subjetivo o de un interés legítimo individual o 

colectivo, siempre que alegue que la norma, acto u omisión 

reclamados violan los derechos previstos en el artículo 1° de la 

Ley y con ello se produzca una afectación real y actual a su 

esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de su 

especial situación frente al orden jurídico. 

De esta manera, el artículo 128, fracción I, de la Ley de 

Amparo, al establecer que es un requisito para el otorgamiento de 

la suspensión, la solicitud del quejoso, se refiere no sólo a la 

petición de que se conceda la medida, sino al acreditamiento 

indiciario de que quien la solicita, se ubica en los supuestos que 

se refiere el artículo 5 de la citada legislación, es decir, que 

demuestre indiciariamente ser titular de un derecho subjetivo o de 

un interés legítimo individual o colectivo y que los actos que 

relama afecten real y actual a su esfera jurídica, ya sea de 

manera directa o en virtud de su especial situación frente al orden 

jurídico.6

6 Es aplicable la jurisprudencia “SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. AUN CUANDO 
OPERE LA PRESUNCIÓN DE SU EXISTENCIA, EN TÉRMINOS DEL PÁRRAFO 
TERCERO DEL ARTÍCULO 132 DE LA LEY DE AMPARO, PARA ACREDITAR LOS 
REQUISITOS DE LAS FRACCIONES I Y III DEL ARTÍCULO 124 DE ESE MISMO 
ORDENAMIENTO, DEBE DEMOSTRARSE, AUNQUE SEA INDICIARIAMENTE, QUE TAL 
ACTO AGRAVIA AL QUEJOSO (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 
2013)”. Sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y 
visible en la página web del Semanario Judicial de la Federación con el registro digital 
2005049.
La aplicabilidad de esa jurisprudencia es solo por lo que hace a la interpretación del artículo 
124, fracción I, de la Ley de Amparo abrogada, que es similar al artículo 128, fracción I, de la 
Ley de Amparo vigente, toda vez que, conforme a este último, el acreditamiento de daños y 
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A
A

Bajo ese contexto, este Juzgado de Distrito advierte que sí 

se encuentra acreditado el primer requisito que establece el 

artículo 128 de la Ley de Amparo.

Lo anterior es así, porque las quejosas solicitan la 

suspensión definitiva de los actos reclamados y acreditan su 

interés suspensional con los documentos que acompañaron a sus 

demandas, los cuales, adminiculados con las manifestaciones 

realizadas bajo protesta de decir verdad, acreditan que cuentan 

con permisos que las facultan para comercializar gas licuado de 

petróleo.

Circunstancia que demuestra que se encuentran dentro de 

los sujetos que deben observar los precios máximos de gas 

licuado de petróleo que deriven de la aplicación de la metodología 

prevista en el Acuerdo A/024/2021.

Por lo que hace al segundo de los requisitos, en el artículo 

129 de la Ley de Amparo se establecen diversas hipótesis que, 

entre otros casos, se consideran que actualizan un perjuicio al 

interés social o se contravendrían disposiciones de orden público 

con la concesión de la medida cautelar; sin embargo, dicho 

enlistado es enunciativo y no limitativo, razón por la cual, según 

las particularidades de cada caso concreto, el Juez de Distrito 

puede apreciar la afectación a esos valores.

Para los efectos de la suspensión, se produce esa afectación 

cuando con la medida cautelar, se priva a la colectividad de un 

beneficio que le otorgan las leyes o se le infiere un daño que de 

otra manera no resentiría.

perjuicios de difícil reparación no constituye un requisito para el otorgamiento de la medida 
cautelar.
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Es aplicable la tesis de rubro: “INTERÉS SOCIAL Y 
DISPOSICIONES DE ORDEN PUBLICO. SU APRECIACIÓN”.7 

En el caso, un análisis preliminar a los actos reclamados lleva 

a concluir que, de conceder la medida cautelar para los efectos 

solicitados, se podría vulnerar el interés social, ya que con ello se 

privaría a la colectividad del beneficio que tendría con la 

implementación de una regulación que tiene por objeto frenar el 

alza de precios de gas licuado de petróleo, el cual constituye un 

insumo indispensable para la vida de las y los mexicanos.

Para corroborar lo anterior, conviene recordar que mediante 

la “Directriz de Emergencia para el Bienestar del Consumidor de 

Gas Licuado de Petróleo", publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el veintiocho de julio de dos mil veintiuno, la 

Secretaría de Energía exhortó a la Comisión Reguladora de 

Energía para que emitiera una normatividad de emergencia que 

garantice el bienestar de las familias mexicanas a través de la 

protección efectiva de su derecho a acceder de manera asequible 

al gas licuado de petróleo, en concreto, para que estableciera una 

metodología que fije precios máximos al consumidor final de Gas 

LP, a un costo que previera el desarrollo de la industria y 

garantice la preservación de la democracia fundada en el 

desarrollo económico, social y político del país y de sus 

habitantes, misma que tendrá una vigencia de seis meses.

En atención a dicha solicitud, la Comisión Reguladora de 

Energía emitió el Acuerdo A/024/2021, en el que estableció la 

regulación de precios máximos de gas licuado de petróleo objeto 

de venta al usuario final, que serán aplicables durante los 

próximos seis meses.

7 Sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la 
página web del Semanario Judicial de la Federación con el registro digital 818680.
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A
A

De acuerdo con lo señalado en la parte considerativa del 

acuerdo cuestionado, el establecimiento de un esquema de 

precios máximos en la venta de gas licuado de petróleo constituye 

una medida de emergencia que busca garantizar que los usuarios 

finales puedan acceder a dicho recurso a precios asequibles.

Para poder definir la metodología que debe ser utilizada para 

la fijación de topes máximos cuestionada, la Comisión Reguladora 

de Energía, realizó un análisis del comportamiento del mercado, 

así como de las variaciones de precios que han existido en los 

últimos cuatro años, concluyendo lo siguiente:

-  Durante el periodo en el que se reguló el precio de Gas 
LP (2016), hubo una disminución en el precio que pagaron 
los usuarios finales por dicho recurso y la inflación se 
mantuvo controlada.

-  A partir de la liberación de precios en 2017, se han 
observado incrementos en el precio del gas licuado de 
petróleo al usuario final que no son proporcionales a los 
precios de referencia internacional en las actividades de 
comercialización, distribución y expendio al público de Gas 
LP.

-  Las fluctuaciones de la referencia internacional se han 
mantenido alrededor del mismo nivel entre 2016 y 2020, pero 
no ha sido así para los precios al usuario final, pues los 
beneficios de la estabilidad o las disminuciones de precios no 
se han trasladado al consumidor final.

- Los incrementos en los precios de gas licuado de 
petróleo han permitido altos márgenes de ganancia para los 
permisionarios que realizan ventas a usuarios finales, sin que 
éstas se hayan visto reflejadas en mayores niveles de 
inversión y a su vez en mejoras al desarrollo del mercado.

A partir de estos resultados y teniendo presente: i) el 

contenido del documento "Transición hacia Mercados Competidos 

de Energía: Gas LP", emitido por la Comisión Federal de 

Competencia Económica, en el que se hizo constar la falta de 

competencia en el eslabón de la distribución y el expendio de Gas 

LP al usuario final; y ii) que la autoridad de competencia no ha 
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resuelto las investigaciones que está llevando a cabo para 

determinar la existencia de condiciones de competencia efectiva 

en las actividades de distribución no vinculada a ductos y de 

expendio de Gas LP, la Comisión Reguladora de Energía 
consideró necesario intervenir en el sector para corregir los 
aumentos injustificados del precio de gas licuado de petróleo 
que están afectando la economía de los usuarios finales y el 
desarrollo del sector.

Es decir, el órgano regulador consideró que los elementos 

descritos resultaban suficientes para concluir que no existen 

condiciones de competencia en los mercados de comercialización 

y distribución de gas licuado de petróleo, y que los incrementos 

constantes al precio que deben pagar los usuarios finales por este 

recurso, no se encontraban justificados, motivo por el cual, tomó 

la decisión de implementar una medida de emergencia para 

atender dicha problemática. 

Por ello en el considerando vigésimo tercero del acuerdo 

reclamado, el órgano regulador definió la metodología que debe 

ser utilizada en los próximos seis meses para determinar los 

precios máximos de gas licuado de petróleo a los usuarios finales, 

para cada región, la cual debe ser observada por todos los 

permisionarios al momento de enajenar dicho recurso.

Con la implementación de esta regulación de precios 

máximos, el órgano regulador busca alcanzar los siguientes 

objetivos: i) la protección de los usuarios finales, ii) propiciar un 

suministro eficiente a precios asequibles de Gas LP, iii) promover 

la adquisición de Gas LP a precios accesibles, iv) evitar la 

discriminación indebida, v) reflejar en los precios las condiciones 

del mercado de Gas LP, y de demanda del combustible y, vi) la 

obtención de un margen que permita la recuperación de costos de 
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A
A

los Comercializadores, Distribuidores y Expendedores de Gas LP 

para el desarrollo de la industria.

Bajo ese orden de ideas, para este Juzgado de Distrito es 

claro que existe un interés social en la ejecución del acuerdo 

reclamado, pues contempla una medida temporal que busca 

frenar el incremento, aparentemente injustificado, del precio de 

gas licuado de petróleo al usuario final, el cual es considerado 

como uno de los energéticos de consumo básico más importante 

para las familias mexicanas.

Ahora bien, cabe destacar que en los artículos 82 de la Ley 

de Hidrocarburos y 77 del Reglamento de las Actividades a las 

que se refiere el Título Tercero de la legislación en cita, se 

establece que los precios de la actividad de expendio al público 

de gas licuado de petróleo deben ser determinados conforme a 

las condiciones de mercado, salvo que exista una declaratoria por 

parte de la Comisión Federal de Competencia Económica en la 

que determine que no hay condiciones de competencia efectiva, 

supuesto en el que la Comisión Reguladora de Energía podrá 

intervenir para regular el mercado a fin de restablecer tales 

condiciones.

En ese sentido, si bien es cierto que, como lo hizo valer la 

parte quejosa al momento de formular alegatos durante la 

celebración de la audiencia incidental, existe la presunción de que 

la autoridad responsable no observó lo dispuesto en los artículos 

de referencia, debido a que estableció una regulación de precios 

máximos de gas licuado de petróleo objeto de venta al usuario 

final, sin que existe alguna declaratoria previa por parte de la 

autoridad de competencia económica en relación con la falta de 

condiciones de competencia en dicho mercado, circunstancia que 

podría actualizar la apariencia del buen derecho, lo cierto es que, 

por el momento, debe considerarse que el beneficio que la 
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sociedad puede recibir de la ejecución de los actos reclamados es 

mayor que el perjuicio que se provoca por la falta de cumplimiento 

a dicha exigencia y de las demás formalidades a las que hizo 

alusión la parte quejosa.

Máxime que este órgano jurisdiccional carece de mayor 

información o elementos que le permitan conocer el impacto 

preciso que puede ocasionar la falta de cumplimiento a dicha 

formalidad y la implementación de una regulación temporal de 

precios máximos en el funcionamiento del mercado de gas licuado 

de petróleo a largo plazo, y sí en cambio puede entender que esta 

medida puede ser una solución, a corto plazo, para frenar el alza 

de precios de este recurso.

Además, no debe perderse de vista que, como ya se 

adelantó, la decisión de la autoridad responsable de intervenir en 

la regulación de precios de gas licuado de petróleo, no solamente 

atendió a los resultados que arrojó el análisis que realizó sobre el 

comportamiento del mercado en los últimos cinco años, sino que 

también obedeció al hecho de que la propia Comisión Federal de 

Competencia Económica, al emitir el documento denominado 

"Transición hacia Mercados Competidos de Energía: Gas LP", 

reconoció la existencia de elementos que mostraban signos de 

falta de competencia en el sector.

En ese orden de ideas, sin prejuzgar sobre el procedimiento 

que siguieron las autoridades responsables al emitir los actos 

reclamados y las razones económicas que los sustentaron, 

porque ello constituye la materia del fondo del asunto, este 

Juzgador considera, preliminarmente, que estas actuaciones sí 

persiguen una finalidad de interés social y orden público, además 

advierte que, su paralización podría privar a la colectividad de los 

beneficios que obtendría si se logra implementar una regulación 

que tiene por objeto frenar el alza de precios de un recurso de 

A
N

A
 L

A
U

R
A

 SA
N

T
A

N
A

 V
A

L
E

R
O

 
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.64.25 
02/02/22 11:21:15

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



19
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A

consumo necesario para la población en general; sin que los 

argumentos formulados por la quejosa durante el desahogo de la 

audiencia incidental, permitan arribar a una decisión contraria.

Conclusión.
Con base en las consideraciones expuestas, este Juzgador 

advierte que, en el caso, se actualiza la hipótesis prevista en el 

artículo 129, fracción IV, de la Ley de Amparo, porque al 

concederse la suspensión definitiva solicitada se seguiría perjuicio 

al interés social y se contravendrían disposiciones de orden 

público, debido a que se permitiría el alza de precios en 
relación con un artículo de primera necesidad o de consumo 
necesario, como lo es el gas licuado de petróleo. 

De este modo, la afectación que se podría ocasionar al 

interés social y a las disposiciones de orden público con motivo la 

paralización de las normas cuestionadas, demuestra que, en el 

caso, no se reúne el requisito establecido en el artículo 128, 

fracción II, de la Ley de Amparo y, en consecuencia, lo 

procedente es negar la suspensión definitiva, en términos de lo 

dispuesto en el artículo 138, fracción I, del mismo ordenamiento.

Por lo expuesto y fundado; se resuelve:

ÚNICO. Se niega la suspensión definitiva a (i) ************ 
********* (ii)  ***  ***  ********** (iii)  *****  **** (iv)  ***  *** 

***** ** *********** (v) ***** *** y a (vi) ******* ** ***, 
todas  **********  ********  **  *******  ********, en contra de 

los actos precisados en el considerando quinto y por las razones 

expresadas en el considerando séptimo de esta resolución.

Notifíquese. 

Lo resolvió y firma Juan Pablo Gómez Fierro, Juez Segundo 
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de Distrito en Materia Administrativa Especializado en 

Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, 

con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la 

República, quien actúa asistido de Ana Laura Santana Valero, 

secretaria de juzgado que autoriza y certifica que las promociones 

que, en su caso, generaron la presente resolución, y el 

determinación misma, se encuentran debidamente incorporados 

al expediente electrónico. Doy fe. 

Juez de Distrito Secretaria

Apmg 

La secretaria Ana Laura Santana Valero, hace constar que en esta 
fecha se libraron los oficios 40188 y 40189, comunicando el auto que 
antecede. Conste.

Esta hoja pertenece a la parte final del acuerdo dictado el tres de 
noviembre de dos mil veintiuno, en el juicio de amparo 7783/2021, promovido 
por ************ ********* ******** ******* ** ******* ********. Conste.
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A

El suscrito actuario hace constar, que con esta fecha 

______________, se notificó a las partes por medio de lista, 

la resolución que antecede (con excepción de aquella parte a 

la que, en su caso, se hubiere ordenado notificar personal o 

electrónicamente), toda vez que no compareció ninguna 

parte a oírla personalmente, y que con fecha 

______________, surtió todos sus efectos legales, de 

conformidad con lo previsto en los artículos 26, fracción III y, 

31, fracción II, de la Ley de Amparo. Doy fe.

El Actuario

Aldo Rosette Cortés
El suscrito actuario judicial adscrito al Juzgado Segundo de Distrito en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República, hace constar que el presente sello de publicación pertenece al proveído de tres de noviembre de dos mil veintiuno, dictado en el juicio de amparo 7783/2021. Doy fe.

A
N

A
 L

A
U

R
A

 SA
N

T
A

N
A

 V
A

L
E

R
O

 
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.64.25 
02/02/22 11:21:15

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA - TRANSACCIÓN
 
Archivo Firmado:  
18261040_1302000028844015007.p7m  
Autoridad Certificadora:  
Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal  
Firmante(s): 2 

 

FIRMANTE

Nombre: ANA LAURA SANTANA VALERO Validez: BIEN Vigente

FIRMA

No. serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.64.25 Revocación: Bien No revocado

Fecha:
(UTC/ CDMX) 03/11/21 21:29:27 - 03/11/21 15:29:27 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

a3 5c 73 b6 e7 ad 22 e4 a4 c9 8e 1a 5f 47 71 45
ff c1 09 97 fc df 05 78 9e 39 0f db 36 37 3c eb
dd 52 59 3e 9a 29 ef 1a 1f e0 00 5e ec 85 b1 ca
88 f2 23 2a 8f 16 6f 3d 46 c4 58 15 fa d7 5f b3
69 3a a7 3e a2 ec d7 8b 8f e7 e2 5a cf c6 52 b9
df f6 1d 0e 35 02 a3 dd ae 3a e4 a5 ef a0 62 80
fa 4c 95 92 a5 28 48 ef 04 42 a7 d2 18 48 e1 1f
9f 31 10 e3 58 56 06 c4 ef 09 75 f3 da 85 48 e2
27 0f 23 d5 d3 7a 1a 0d 3d 89 23 eb c7 d7 d8 1c
9b 8d 77 c3 05 68 62 61 35 d4 ed e5 b1 77 4e 22
df 9a ce fb cd b0 39 5d 04 64 50 f6 05 02 b0 98
a9 2e 24 4b 91 cf 5a 5d 87 c0 ef 01 c3 49 a7 c6
b4 63 75 45 cc 4b 87 a2 0d c8 6c f0 3b f9 5e dc
e7 b0 34 57 b0 03 5f 61 85 7f cb 6d e8 9d 71 fa
a9 3e 25 1d 4d ad 46 e7 7f 37 74 5a fe 5c 87 71
00 ca d2 ba 28 dd b8 b6 8d 49 aa e0 54 5c cd 6d

OCSP

Fecha: (UTC / CDMX) 03/11/21 21:29:27 - 03/11/21 15:29:27

Nombre del respondedor: OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.03

TSP

Fecha : (UTC / CDMX) 03/11/21 21:29:27 - 03/11/21 15:29:27

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 78721879

Datos estampillados: 8GbMfL49uJOPZaF5dPgS3plT/eI=
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FIRMANTE

Nombre: JUAN PABLO GOMEZ FIERRO Validez: BIEN Vigente

FIRMA

No. serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.ba.0f Revocación: Bien No revocado

Fecha:
(UTC/ CDMX) 03/11/21 22:05:35 - 03/11/21 16:05:35 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

39 9a 16 34 ba 19 6c 75 c6 76 54 19 10 76 9a fa
68 7d b0 65 d2 bf bd ce 1f 8b c7 6b eb d4 75 39
63 eb 9e 99 96 58 4b 42 82 bd 3f bc 44 af 5b ba
79 74 19 8b d4 5d a0 20 3d ff 05 76 da 24 60 08
c8 b7 a7 46 94 9a 24 1e fb 19 67 3e fe f2 aa 25
52 2f 02 95 84 df d9 02 b1 b5 98 ca d5 b9 14 18
4b 61 e7 48 ef 0f da b6 97 75 d4 f4 ef e7 ef 92
53 58 be 7a c3 82 58 90 a5 b8 ef fa 48 7a 73 02
9e f8 f6 a8 f1 13 f2 a2 02 db d6 cc e9 6e d2 d2
0d 38 88 8a 96 52 93 d9 ab 61 b2 13 4c 53 a9 c2
33 49 bd 9e 97 c5 00 42 ab d1 3d 1e 55 4a d2 b6
de 44 47 3a d5 a5 c0 55 8a b3 da ce 09 dd 28 78
d8 12 11 c1 cf 00 85 1f 01 39 fb 3b 48 5b ff fc
c8 f5 e9 19 8f 6d c3 4b 9e a3 ac df 84 9a 8b fc
9f e9 b2 8f b8 3a 3a 4d 51 5f 07 15 de 93 51 c2
87 be ed 5e 24 06 0f 73 bb f6 0a 42 cd 20 e6 e8

OCSP

Fecha: (UTC / CDMX) 03/11/21 22:05:35 - 03/11/21 16:05:35

Nombre del respondedor: OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.03

TSP

Fecha : (UTC / CDMX) 03/11/21 22:05:35 - 03/11/21 16:05:35

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 78735769

Datos estampillados: qvVM5xjnCkmeg8Ir8skvJIEAGA4=
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aEl tres de noviembre de dos mil veintiuno, la licenciada Ana Laura Santana

Valero, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Segundo de Distrito en
Materia Administrativa, Especializado en Competencia Económica,
Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México
y Jurisdicción en toda la República, hago constar y certifico que en esta
versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


